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Poder Judicial de la Nación

CAMARA CRIMINAL Y CORRECCIONAL FEDERAL - SALA 1 “ad hoc”

 “Incidente de apelación de Velasco, Carlos Alfredo y otros” 
CFP 3446/2012/1 (47838)


///nos Aires, 19 de junio de 2013.

Y Vistos:

 
Habilitada nuestra intervención por las querellas, se encuentran a estudio de la sala los recursos de apelación articulados a fs. 109/110 por el Dr. Juan José Ribelli; a fs. 113/118 vta. por el Dr. Rodrigo Diego Borda y a fs. 121/129 por el Subsecretario de Política Criminal del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos Juan Martín Mena, con el patrocinio del Dr. Luciano A. Hazán.

 

Concurrieron a la audiencia dispuesta a tenor del artículo 454 del Código Procesal Penal de la Nación celebrada el 5 del corriente todos los acusadores particulares mencionados, para fundamentar las apelaciones articuladas. También participaron del acto los Dres. Gonzalo Manuel Vergara, defensor de Carlos Alfredo Velasco y José Pereyra; Gustavo Bobbio, en el mismo carácter, letrado de Susana Spina; Francisco J. D’Albora, por la defensa de Javier De Gamas; Pablo Hawlena Gianotti, asistente técnico de Luis Ernesto Vicat y Federico Guillermo Domínguez; también patrocinando a este imputado lo hizo el Dr. Roberto Juan Von Der Wettern; el Dr. Carlos Barbone, abogado de Marta Nélida Parascándalo y las defensoras oficiales Cecilia Acosta Güemes y Laura Vouilloud de Fassi en representación de Armando Calabró, la primera, y de Jorge Menno y José Jofré, la segunda. 


No compareció el Ministerio Público Fiscal, por no haber recurrido en la instancia de origen ni haber adherido en el trámite de estos recursos. Los letrados interesados realizaron las réplicas que estimaron oportunas, luego de lo cual el Tribunal pasó a deliberar en los términos del artículo 455 ibídem.



Y considerando:

 

A. Cuestiones preliminares



Durante el transcurso de la audiencia las partes plantearon algunas cuestiones de índole formal que deben resolverse en forma previa a ingresar en el análisis de fondo de los recursos.



1. Actuación de la querella frente a la ausencia de recurso fiscal:



Los letrados defensores de Javier De Gamas, Susana Spina, Carlos Alfredo Velasco y José Pereyra cuestionaron la viabilidad de la actuación de la querella en solitario en tanto el representante del Ministerio Público Fiscal no interpuso recurso alguno contra los sobreseimientos dictados en autos ni adhirió a las impugnaciones formuladas por los acusadores particulares –encontrándose debidamente notificado–, con cita del fallo “Puente”, resuelta el 8 de septiembre de 2009 por la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal (causa N° 36.397). 



Los jueces Gustavo A. Bruzzone y Jorge Luis Rimondi dijeron:



La cita del precedente “Puente” de la Sala I que integrábamos en esa oportunidad (rta. 8/9/09), realizada por el Dr. D’Albora, a la que se plegaron, por sus fundamentos, los Dres. Vergara y Bobbio, en el marco de la audiencia, nos obliga a pronunciarnos de manera previa sobre tal aspecto, por la incidencia que las defensas solicitaron tenga en la suerte de la intervención de este tribunal.    



Efectivamente la jurisprudencia invocada fue la consecuencia de un cambio de criterio acerca de la posibilidad de que el querellante impulsara la acción penal desde el comienzo del asunto que hasta ese momento imperaba en el tribunal que integráramos, y que en esa Sala se remontaba, aún con conformaciones diferentes, desde finales de 2003 (cfr. causas N° 20.769 del 30/12/03, “Ascolese”, y N° 21.229, “Storchi”, del 8/3/04).



 Dicha posición determinaba que era legalmente posible avanzar en un asunto donde se debía juzgar un delito de acción pública con la sola acusación del querellante, criterio que se mantuvo constante en posteriores pronunciamientos (“Perversi”, rta. 6/10/05 y “Mena”, rta. 19/10/06), y que se remonta a los efectos que tuvo, sobre todo, el proceso el precedente “Santillan” de la CSJN, de 1998 (para una evolución de la cuestión, ver: “Las facultades del querellante en el proceso penal -de “Santillán” a “Storchi”-”, compiladora Sabrina Namer, Edit. Ad-Hoc, Buenos Aires, agosto 2008).


A nivel nacional, con posterioridad a fallo citado, donde se resolvió partiendo de que no puede haber condena sin acusación, que siempre que la querella hubiera acusado el tribunal de juicio se encontraba habilitado para dictar una sentencia condenatoria, pese a que la fiscalía hubiera postulado la absolución, se inició un periodo de adaptación, y elaboración, de lo decidido por la Corte, por haberse independizado al querellante de la opinión del fiscal otorgándole, en consecuencia, autonomía al impulso que él pueda efectuar de la acción penal, en sentido amplio. La capacidad de rendimiento de ese precedente se hizo notar en decisiones posteriores de tribunales inferiores, donde se consideró que esa posibilidad, aunque no es idéntica en su justificación y consecuencias, se extendía a los otros momentos del proceso donde el impulso de la fiscalía era necesario. Es decir: de lo resuelto para el momento de los alegatos al concluir el debate (art. 393, CPPN), se consideró que también debía reconocerse la posibilidad de impulsar autónomamente el caso a la etapa de juicio (art. 346 CPPN), así como respecto del inicio de la investigación (art. 180, CPPN).    


Sin embargo, a partir de la decisión mencionada por las defensas (“Puente”), hemos virado nuestra posición al considerar que resulta legalmente improcedente que el asunto avance de la mano del acusador particular en ausencia del Ministerio Público Fiscal en un delito de acción pública, en la etapa preliminar que cursamos, posición que mantenemos hasta la fecha (cfr. causa nro. 39.029, “Toric”, rta. 14/10/10 y más reciente, de Sala V “Cermesoni”, rta. 22/5/13). 



Ahora bien, en este caso, no podemos dejar de señalar que hemos tomado intervención con anterioridad a dicho cambio de postura y como tribunal de alzada, en la causa nro. 2925/1998 “Vicat Luis Ernesto y otros s/amenazas” –acumulada jurídicamente a la presente– a raíz del recurso de apelación interpuesto únicamente por la parte querellante –Dr. Juan José Ribelli–, contra un auto de sobreseimiento dictado el 9 de octubre de 2006, y que determinó su revocación conforme fuera citado por el juez Lijo en la decisión hoy recurrida (cfr. recurso nro. 40.216, “Incidente de Apelación de Juan José Ribelli”, rta. 13/7/07, registro nro. 558).    

  

Esta misma situación, es decir, que en un mismo asunto hayamos tenido una posición que luego modificamos, se ha visto reflejada en otros casos también de trámite por ante la Sala I que compartíamos y que merecieron la atención de los suscriptos, a los que en breve nos referiremos. 

 

Efectivamente a la fecha de intervención de la Sala I ad hoc por impulso solitario del querellante Ribelli (13/7/07), entendíamos que resultaba viable la actuación del acusador particular haciendo avanzar el caso hacia etapas ulteriores, aún sin el acompañamiento del titular de la acción penal, razón por la cual nos pronunciamos del modo indicado. Ahora bien, llamados nuevamente a intervenir en similares condiciones, en el nuevo escenario forjado a raíz de nuestro cambio de postura, consideramos que ello no puede menoscabar los derechos adquiridos por las partes durante el trámite de este asunto. 



Así lo hemos expresado en los precedentes “Gordillo” (causa N° 36.994, rta. 8/10/09), “Soldati” (causa N° 36.907, rta. 21/10/09) y más in extenso en “Lurje” (causa N° 37.664, rta. 10/3/10), todos ellos de la Sala I, al sostener que “…conforme al trámite y los tiempos en que se fueron resolviendo las cuestiones mencionadas en este asunto [es] que se debe reconocer razón en los argumentos dados por la querella porque más allá de poder coincidir con lo que las defensas ahora nos plantean, lo cierto es que a esa fecha la pretensión del acusador privado le fue reconocida lo que debe ser considerado como un derecho adquirido, que el cambio jurisprudencial posterior no puede afectar por lo que menos a lo que a nosotros respecta.” (sin perjuicio de lo resuelto con posterioridad por la Sala II de la CFCP -3/6/10- en dicho asunto, bajo el registro 16.543, causa N° 12.341, tal como fuera señalado por la Sala I, causa N° 38.812, “García Torres”, rta. 14/10/10).

 

  Por otra parte, y como ya lo adelantamos, el supuesto en examen no se encuentra resuelto aún por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, siendo que las opiniones de los distintos miembros de la Cámara Federal de Casación Penal se inclinan en su mayoría en sentido contrario a la posición de los suscriptos en “Puente” (CFCP, Sala I, causa nro. 15435 “Magistratelli” rta. 12/06/12, causa nro. 16627 “Lakub” rta. 20/12/12; Sala IV causa nro. 14056 “Meza”, rta. 28/12/12, causa nro. 12154 “Sorin” rta. 26/9/11; Sala III causa nro. 12537 “Oxilia” rta. 20/4/11; Sala II “Landau”rta.4/6/12).  



Por ello, entendemos que resulta de aplicación la doctrina sentada en los últimos antecedentes citados, ajustándola a las particularidades de este caso, en el cual existen varias querellas y muchos imputados, por lo que el hecho de que antes de nuestro cambio de criterio hubiésemos habilitado a una de las acusadoras particulares a avanzar en la persecución en la etapa de instrucción sin el acompañamiento fiscal, en la actualidad se debe hacer extensivo a todas ellas, pues de otro modo se estaría dando un tratamiento diverso para situaciones iguales lo que resulta jurídicamente inaceptable.



Así las cosas, consideramos que no es de aplicación la doctrina del precedente “Puente” citado por la defensa, sino que nuestra intervención se debe ajustar a lo que expusiéramos in re “Gordillo”, “Soldati” y “Lurje”. De este modo, no advertimos obstáculo alguno en este asunto en particular que le impida a los querellantes continuar impulsando la acción penal respecto del conjunto de imputados cuyo sobreseimientos fueran por esa parte recurridos.  


El juez Carlos Alberto González dijo:



Tal como he sostenido en numerosos precedentes de la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal en que me desempeño, considero que en función de la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación plasmada en el precedente “Santillán” (CSJN, Fallos, 321: 2021), el acusador particular puede impulsar el proceso en solitario sin que sea necesario, a tal efecto, el acompañamiento del fiscal en todo los momentos del proceso (in re, causas N° 899/11, “Chirichella, Francisco Antonio y otro”, rta.: 4/7/11, Nº 652.11, “Holway”, rta.: 26/5/11; N° 2032/10, “Swiss Medical Group”, rta.: 13/4/11, y todas sus citas, entre muchas otras).



Sentado ello, la ausencia de recurso del representante del Ministerio Público Fiscal no impide proseguir la instrucción, impulsada por la parte querellante pues asiste a todos los litigantes el derecho a obtener una sentencia fundada y, para poder llegar a ese momento, los efectos del mentado fallo de la Corte deben retrotraerse al comienzo de la causa penal en tanto, de no ser así, lo resuelto no tendría los alcances indicados (causas Nº 1621/10 “Kazanietz”, rta. 17/11/10; Nº 1380/10, “Protto”, rta. 20/10/10; Nº 773/09, “Medina”, rta.: 5/8/09; entre otras). 



2. Inconstitucionalidad planteada en la audiencia por el Dr. Pablo Miguel Hawlena Gianotti:


El letrado defensor de Luis Ernesto Vicat y Federico Guillermo Domínguez criticó la actuación recursiva de la Subsecretaría de Política Criminal del Ministerio de Justicia por entender que resulta inconstitucional, sin mayor determinación del acto atacado ni fundamentación de su planteo. Como argumento general sostuvo que ni el Estado, representado por el Ministerio Público Fiscal en lo que hace a la titularidad de la acción, ni el querellante Ribelli han recurrido el sobreseimiento, mientras que si lo hizo el Poder Ejecutivo Nacional, representado por el Titular de la Subsecretaria de Política Criminal del Ministerio de Justicia, Dr. Mena, quien apeló con una clara “intencionalidad política” en aras de defender la responsabilidad del Estado Nacional. Introdujo la inconstitucionalidad por la intervención de aquella parte manifestando en la audiencia: “Pero qué incongruencia! Porque si el Estado es todo, hoy tenemos solamente recurriendo al Ejecutivo (…). El Ministerio Público Fiscal, el Estado, no ha recurrido, el pueblo no ha recurrido. El Poder Ejecutivo, y lo digo con el mayor de los respetos, para cubrirse sus espaldas, ha recurrido (…). Una gran incongruencia e incluso una inconstitucionalidad me permito introducir y así solicitar sea decretada por la intervención del Poder Ejecutivo con una personería jurídica, una legitimación procesal y recurrente que a mi modo de ver es inconstitucional mucho más cuando ahora el Estado de la Nación argentina [la fiscalía] no ha recurrido este sobreseimiento.” (cfr. registro de audio del acto celebrado).


Como puede advertirse, en la exposición del Dr. Hawlena Gianotti no se brinda fundamento alguno sobre los motivos en que se basa para considerar que la intervención del querellante Juan Martín Mena es violatoria de normas de la Constitución Nacional, ni se indica con qué parte de la Carta Magna entraría en controversia aquella actuación, dejando al tribunal impedido de analizar su procedencia y de interpretar sus exactos alcances. En tales circunstancias, cabe de rechazar in límine el planteo en análisis.


Eventualmente, las críticas que la parte considere oportuno interponer, deberán introducirse por los carriles procesales legalmente previstos a tales efectos y observando las formalidades exigidas por el ordenamiento procesal para su procedencia, no siendo el acotado marco de la audiencia de recurso –en su alegato de réplica a la apelación contra el sobreseimiento de sus asistidos– el ámbito adecuado para tratar ese tipo de cuestiones, toda vez que la legitimación para querellar le fue reconocida a ese organismo y se encuentra firme. No obstante, cabe recordar que las críticas relativas a la superposición de representantes del Estado con capacidad para intervenir activamente en autos ya han sido tratadas por esta Sala en la resolución del 25 de febrero de 2008, “Incidente de falta de acción de querellante de Galeano, Juan José en causa N° 9789/00”, N° 41.421, reg.: 172, en la que se afirmó que “el decreto-ley N° 17.516 (31/10/1967), en su art. 4 establece que, sin perjuicio de la intervención que corresponda en el proceso penal a los fiscales en el ejercicio de la administración pública –en consonancia con lo actualmente preceptuado por el art. 120 de la CN–, el Estado podrá asumir la función de querellante cuando se cometan delitos contra la seguridad de la Nación, los poderes públicos y el orden constitucional, la administración pública y el patrimonio o rentas fiscales, encontrándose representados a través de los respectivos ministerios, secretarías de Estado, reparticiones o entes descentralizados (art. 1 del decreto-ley mencionado)”.


Por todo ello este planteo debe ser rechazado.


3. Pedido de nulidad efectuado por el Dr. Francisco D’Albora de la prolongación del plazo para recurrir a raíz de la presentación del Dr. Luciano Hazán de fs. 17.958:



Por su parte, el Dr. Francisco D’Albora postuló que se declare mal concedida la impugnación articulada por el Subsecretario de Política Criminal del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos por considerar que el escrito obrante en copias a fs. 121/129 de este legajo habría sido interpuesto extemporáneamente. Fundó su posición en la nulidad de la prórroga del plazo para deducir la apelación que lograra el Dr. Luciano Hazán, letrado patrocinante de esa parte, por los motivos que surgen a fs. 17.958 de los autos principales, careciendo el nombrado de legitimación procesal que lo habilitara para formular tal requerimiento. Estimó que la solicitud del abogado resultaba improcedente al no haber sido formulada por quien reviste la calidad de parte en el expediente y que la consecuente extensión del plazo era inválida, verificándose un caso de nulidad de tipo virtual.


Si bien compartimos que el letrado patrocinante de la querella no tiene actividad autónoma en el proceso (Guillermo R. Navarro – Roberto R. Daray, “La querella”, Editorial Hammurabi, Buenos Aires, 2008, p. 187; idem, “Código Procesal Penal de la Nación. Análisis doctrinal y jurisprudencial”, tomo 1, Editorial Hammurabi, Buenos Aires, 2010, comentario al artículo 83, CPPN, p. 428) y que, por ende, la prórroga del plazo para recurrir no debió haber sido concedida por carecer de legitimación para ese pedido, entendemos igualmente que el planteo debe ser rechazado por extemporáneo, más allá de las cuestiones de discriminación religiosa aludidas por el abogado Hazán que profesa la religión judía siendo que el plazo a computar coincidía con un día conmemorativo de ese culto. 


En efecto, consideramos que no se ha introducido de manera oportuna pues la solicitud de la prórroga que ahora critica la defensa de Javier De Gamas data del 25 de septiembre de 2012 y la interposición de la apelación se efectuó el 28 de ese mismo mes y año. Mientras tanto, la prolongación del término recursivo se concedió el 26 de septiembre (ver fs. 17.959), sin que su asistencia técnica, en todo este tiempo, solicitara la reposición de dicho auto ni formulara ningún tipo de oposición o reserva.


La extemporaneidad surge con toda evidencia en la confrontación con la hipótesis de un planteo oportuno. En ese caso y especulando aún con un éxito del reclamo, la querella cuya apelación se cuestiona podría haber intentado adherir al recurso de las otras, supuesto que se le vedaría con esta tardía solicitud.


En función de lo expuesto, habrá de rechazarse el planteo formulado por la asistencia técnica del imputado De Gamas. Correlativamente y en virtud de ello, devienen abstractos los cuestionamientos dirigidos al alegato del Dr. Borda en la medida en que se remitiera e hiciera propias las referencias del letrado Hazán como patrocinante de la Subsecretaría de Política Criminal del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


4. Superación de los límites de los recursos en los alegatos de los impugnantes:


Los Dres. Francisco D’Albora, Gonzalo Manuel Vergara y Gustavo Héctor Bobbio sostuvieron que los Dres. Juan José Ribelli, Rodrigo Diego Borda y Luciano Hazán extralimitaron en sus alocuciones los términos de sus recursos y alegaron que esa situación afectaría el derecho de defensa de sus asistidos.


Disentimos con esta apreciación pues en las apelaciones de fs. 17.964/17.966 vta. y 17.972/17.980 correctamente desde el punto de vista procesal, se señalaron escuetamente los motivos en que se basaron los remedios impugnativos, los cuales debían ser fundados en oportunidad de la audiencia, ocasión en que las partes podrían “ampliar la fundamentación o desistir de algunos motivos” (artículo 454 del CPPN), lo que así ocurrió. Pretender un exhaustivo desarrollo de los motivos en la interposición de los recursos de apelación, quita sentido al cambio legislativo que representó la reforma, oralizando el trámite de este recurso, permitiendo de esa forma omitir la efectiva realización de la audiencia oral, como se sigue haciendo en casi todas las cámaras de apelaciones federales del país.


Las razones otorgadas en basamento del recurso del Dr. Borda autorizaban la explicación desarrollada en detalle en su alegato oral más allá de los hechos concretos por los que se expidiera el Dr. Lijo. Entre dichos motivos puede citarse el referido a fs. 5/6 de su escrito: “…en realidad esta querella considera que Velazco, De Gamas, Spina y Pereyra no estuvieron ajenos a las maniobras urdidas por Galeano para desviar la investigación y, en consecuencia, participaron de ellas conscientes del carácter ilícito de las mismas (…) la destrucción de las video filmaciones debe analizarse como un aporte realizado en el contexto de una participación más extendida y comprometida (…) dichos funcionarios judiciales participaron en forma sistemática y alternada, y de manera consciente, de distintos actos procesales que constituyeron, en conjunto, el emprendimiento delictivo que frustró la investigación del atentado terrorista a la AMIA. Estos imputados realizaron distintos actos positivos mediante los cuales acompañaron activamente y desde sus inicios el desarrollo de la actividad jurisdiccional viciada (…) no debiera restringirse el reproche a la incineración de las video cintas, sino más bien ampliarse la imputación” para abarcar la participación de los nombrados en los delitos de peculado, privación ilegal de la libertad, coacción, falsedad ideológica de documento público, entre otros, expresiones que daban sustento a los alegatos formulados en la audiencia (el resaltado es nuestro).


Asimismo, en el libelo presentado por Juan Martín Mena se menciona que “es convicción de esta querella que la destrucción de las videocintas es una porción de los aportes que los secretarios hicieron a la maniobra general por la que ya han sido definidas las situaciones procesales de Galeano y los ex fiscales (…) La multiplicidad de conductas con participación de los secretarios tendientes a fabricar la teoría del caso que implicó a los policías como integrantes de la conexión local del atentado es otro elemento que prueba su conocimiento de la maniobra general (…) es la opinión de esta parte que a través de sus aporte y del rol funcional que cumplieron, los secretarios deberían responder como partícipes necesarios del delito de peculado”, mencionándose también (ver fs. 9 del recurso) los delitos de privación ilegal de la libertad agravada, coacción, falsedad ideológica, prevaricato, destrucción de medios de prueba (el resaltado fue agregado). Se señala, asimismo, que la visión de la querella reside en la intervención de los secretarios en la maniobra general para desviar la investigación y acusar falsamente a los policías.


La reseña efectuada demuestra, como ya lo adelantamos, que las críticas formuladas por las defensas no se explican por un exceso no verificado en los límites de los recursos interpuestos sino por el propio sistema de su trámite diseñado por la ley 26.374 que, por un lado, otorga un corto plazo para interponer la apelación exponiendo los motivos y, por otro, dispone la realización de una audiencia oral para fundar la vía impugnativa y ampliar la fundamentación, oportunidad en la que los interesados no recurrentes pueden intervenir y replicar sobre los argumentos que allí se viertan. Lejos de haber actuado incorrectamente desde el punto de vista procesal, lo hicimos conforme a la nueva práctica y es más, como explicaremos en detalle oportunamente, el desarrollo “exorbitado” que pudo haber tenido la argumentación oral de alguna de las querellas no tiene su origen en alguna extralimitación de la parte, sino en un cercenamiento selectivo del sustento fáctico del caso en la resolución recurrida. 


En consecuencia, entendemos que no ha habido una irregular actuación de los abogados Borda y Hazán en sus alegatos durante en la audiencia de recurso, por lo que los planteos en este sentido serán rechazados. 


Resueltas todas estas cuestiones formales, que en parte se deben a la inactividad del Ministerio Público fiscal, podemos ingresar al análisis del fondo de los recursos interpuestos. 


B. Las apelaciones



1-    De la introducción. 

            
Control de legalidad 

               
A modo de introducción, y a fin de facilitar la interpretación de este decisorio, cabe señalar que la primera actividad jurisdiccional que debe llevar a cabo el tribunal, como revisor de la decisión puesta a conocimiento en virtud de las impugnaciones planteadas, consiste en el control técnico de logicidad y fundamentación del acto procesal cuestionado.




Es de resaltar que la actuación jurisdiccional de la cámara no se limita tan sólo a analizar los agravios introducidos por los interesados en el proceso, sino que abarca el control de legalidad de los actos emanados de la instancia de grado, a fin de evaluar si ellos se ajustan a las exigencias de las normas procesales que regulan su dictado.



En efecto, el test de validez de los actos procesales debe ser abordado oficiosamente por el juez al toparse con una nulidad absoluta de las previstas en el artículo 167 o las aludidas en el art. 168, 2° párrafo, CPPN, y paralelamente debe hacerlo también esta Alzada al efectuar la revisión del auto apelado cuando llega a su conocimiento. La Corte Suprema de Justicia de la Nación entendió que ni la inobservancia de requisitos para acceder a la vía extraordinaria ni la veda para decidir sobre cuestiones no planteadas por las partes son impedimentos para habilitar su competencia cuando se verifica una violación a las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso y se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público que afectan la validez misma del pronunciamiento (CSJN, doctrina del fallo “Tarifeño”, Fallos, 325: 2019). Así, el Máximo Tribunal afirmó que ese tipo de circunstancias deben ser atendidas y declaradas con antelación a cualquier otro planteo que se hubiera efectuado, pues constituye un requisito previo emanado de la función jurisdiccional el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando existen cuestiones de orden público (CSJN, R.227.XXII, “Rodríguez Soca, Eduardo Manuel s/ acción de hábeas corpus”, rta.: 25/4/89, considerando 9° y sus citas).
           
La mirada inicial, entonces, en el contexto que aquí nos interesa subrayar, recae directamente en la fundamentación del auto decisorio impugnado, a efectos de establecer si supera el estándar de razonabilidad exigido para este tipo de actos, en tanto la obligación de fundar las decisiones prevista en el art. 123 del código de rito (y en caso particular el art. 337 del CPPN), viene a dar forma a la protección legal del derecho de defensa de las partes y a la garantía del debido proceso de raigambre constitucional, así como también constituye una expresión de la forma republicana de gobierno que emerge del art. 1° de la Constitución Nacional, e instrumentos internacionales incorporados que se enrolan bajo esa exigencia (ver, en cuanto al fundamento normativo constitucional de la doctrina de la sentencia arbitraria, Néstor Pedro Sagüés, “Compendio de Derecho procesal constitucional”, Ed. Astrea, Buenos Aires, 2009, ps. 223/225).

                 Aunque puede ser discutido frente a otros sistemas procesales, como el que se asienta en la legitimidad popular de los veredictos de un jurado de legos como ocurre con el modelo anglosajón, es oportuno aquí recordar que: “La motivación de las sentencias es, verdaderamente, una garantía grande de justicia, cuando mediante ella se consigue reproducir exactamente, como en un croquis tipográfico, el itinerario lógico que el juez ha recorrido para llegar a su conclusión; en tal caso, si la conclusión es equivocada, se puede fácilmente determinar, a través de la motivación, en qué etapa de su camino perdió el juez la orientación…. Es conveniente que el juez tenga también, aún en pequeño grado, algo de la habilidad del abogado; porque, al redactar la motivación, debe ser el defensor de la tesis fijada por su conciencia” (Piero Calamandrei, “Elogio de los jueces”, pág. 175 y ss., Buenos Aires 1969). 



Se ha dicho, en este mismo sentido, que es “en los considerandos donde el juez no sólo necesita convencerse a sí mismo, sino también a los litigantes y a la sociedad, de la justicia de su decisión, pues una sentencia arbitraria implícitamente, ocasiona un desprestigio al Estado mismo” (CNCP, Sala II, causa N° 10.224, “Errico”, rta.: 14/11/12, reg.: 20.803.2, voto de la Dra. Ledesma).
                
A esta altura del proceso, donde conforme lo anunciara el juez de grado al iniciar su itinerario lógico, existen tramos de la investigación que han concluido y fueron remitidos a la siguiente etapa de debate, podemos sostener que el avance del asunto nos sitúa en un continuo en evolución, en pos de alcanzar la verdad material. Con mayor claridad ha sido esto expuesto por Calamandrei cuando sostiene que “la lógica jurídica se parece al lente de aumento, que sirve para distinguir y aislar los muy sutiles y enredados hilos que forman un cordel (cada hilo de la ley se convierte, a través de la boca del juez, en una máxima de jurisprudencia); o, mejor todavía, se parece al binóculo a través del cual, a medida que se lo adapta, se van haciendo visibles los detalles de las cosas y van precisándose sus contornos. Al final, cuando el binóculo está ya bien acomodado parece que no hay nada más que descubrir; lo mismo ocurre con ese paciente trabajo de ajuste que los jueces realizan con la ley” (Piero Calamandrei, ob.cit, pag. 184). 

                
Si bien a modo general el más alto tribunal tiene dicho que los jueces no están obligados a pronunciarse sobre todas las articulaciones de las partes, sino solamente sobre aquellas que estimen conducentes para fundar su decisión (308:2263; 310:272; 324:2460), cierto es que esa selectividad no puede sostener un arbitrario tratamiento de las cuestiones a decidir, pues “…para satisfacer el deber de fundamentación no basta con suministrarle a la sentencia el sólo apoyo legal o normativo. Ella debe contener una leal y completa meritación de los hechos y una racional comprobación de su existencia pues un arbitrario manipuleo del factum puede conducir a una errónea selección de la norma aplicable (cfr. “Orellana, Carlos Omar s/recurso de casación”, causa n° 4421, rta. el 12/6/03, reg. nº 5746 de la Sala II).” (CNCP, Sala I, causa Nº 8449, “Vergara”, rta. 27/11/07). 

         
       
Es precisamente la doctrina de la arbitrariedad de las sentencias la que tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces técnicos sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa (CSJN, Fallos 311: 948, entre muchos otros). Desde tal perspectiva, es adecuada la clasificación de las causales de arbitrariedad de una sentencia que ofrece Sagüés en la obra citada, donde expone que puede ser normativa o fáctica o concurrente (Néstor Pedro Sagüés, ob. cit., p. 230). 

       
         Como proponen las partes recurrentes, será este primer tamiz de corte formal que deberá superar la decisión en examen, y de lograrlo, continuaremos hacia su revisión material, dado que la ausencia de motivación “no puede menos que determinar la violación de la garantía de defensa, porque ella apareja necesariamente el quebrantamiento de una forma sustancial del ‘juicio’, empleado el término en su verdadera significación constitucional (CNCP, Sala  III, causa N° 135, “Risso de Onajansky”, rta. 18/10/94, reg. nro. 142)” (cita del voto de la Dra. Ledesma en la causa N° 10.224 ya mencionada, al que adhirieran, en esa sección, sus colegas de Sala).



Asimismo, a fin de esquematizar el tratamiento de las cuestiones relevantes para adoptar una decisión, habremos de dividir el examen en tres grupos de casos con ciertas características que los tornan asimilables y permiten su análisis en conjunto. Así, se tratará en primer término la situación de los funcionarios del Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal N° 9 para la época de los hechos: Carlos Alfredo Velasco, Susana Spina, Javier de Gamas y José Pereyra, cuyos sobreseimientos se dictaron en los puntos I, II, III y IV de la decisión puesta en crisis. Continuaremos la evaluación del auto recurrido en lo que atañe a la situación de Luis Ernesto Vicat, Federico Guillermo Domínguez, Marta Nélida Parascándalo, Aldo Andrés Spicacci Citarella y Miguel Ángel Márquez (sobreseimientos de los puntos XVI, XVII, XVIII, XIX, XX) y seguidamente nos ocuparemos conjuntamente la situación de Armando Antonio Calabró, Jorge Sebastián Menno y José Jofré (sobreseimientos ordenados en los puntos dispositivos VI, VII y VIII del auto de mención). 
 

2- De la situación procesal de Carlos Alfredo Velasco, Susana Spina, José Pereyra, y Javier De Gamas.


Control de legalidad


Tal como adelantáramos, comenzaremos la revisión del auto recurrido poniendo el foco en su motivación y la logicidad de la fundamentación brindada. Más allá de resultar una cuestión de orden público y, como tal, de tratamiento ineludible, como adelantamos, ha sido introducida por las partes en la presente vía recursiva al afirmar que la decisión ha sido fundada sólo de manera aparente y descontextualizada y que resulta arbitraria y parcial. Se mencionó, asimismo, que se aplicó una suerte de principio de oportunidad no reglado ni fundado, limitando la responsabilidad por los sucesos a Juan José Galeano y algunos otros, exonerando de toda clase de responsabilidad al conjunto de los imputados cuya situación aquí se analiza.


Dentro del marco descripto, y del extenso tiempo transcurrido desde para resolver la situación procesal de este grupo de imputados,  adelantamos que hallamos cuestionamientos desde, al menos, tres enfoques, los que serán desarrollados en lo que sigue. Ellos se centran en: 

 

 a) el análisis individualizado de distintas conductas atribuidas a Velasco, Spina, De Gamas y Pereyra, en detrimento de una mirada global de sus actuaciones;


 b) la ausencia de tratamiento de ciertas cuestiones que fueron determinantes para definir la situación procesal de otros imputados con cuyas conductas y contexto de actuación cabe establecer cierto parangón en el caso de los aquí examinados;


 c) la omisión de verificar la existencia de causas en trámite o finalizadas, que fueran iniciadas por los mismos hechos y pudieran incidir en la solución del caso.



a. El magistrado instructor centró en esta oportunidad su atención en ciertos sucesos que habrían llevado a cabo Carlos Alfredo Velasco, Susana Spina, Javier de Gamas y José Pereyra, detallados en el dictamen de requerimiento de instrucción obrante a fs. 9403/9429 de los autos principales. 


Para una mejor comprensión, los hechos por los cuales concretamente se expide el Dr. Lijo sobre la responsabilidad que le cupo a este grupo de imputados, se centran en la intervención que habrían tenido en la destrucción, por orden de Galeano, de videocintas que registraban distintos actos procesales desarrollados en el marco de la causa N° 1156/94 en el ámbito del juzgado, y entrevistas de cuya ocurrencia no existían constancias en la causa. Ello habría tenido lugar en la quinta del padre de Carlos Alfredo Velasco en el que habrían participado otros secretarios y algunos empleados del juzgado. Asimismo, resolvió acerca de las falsedades asentadas en el acta glosada a fs. 8206, suscripta por Velasco el 24 de enero de 1995, en donde se hacía saber sobre la presentación en la secretaría del Juzgado de una persona que se identificó como Héctor Pedro Vergés, manifestando ser pariente de Carlos Telleldín y solicitando autorización para mantener una conversación con el nombrado, alojado en la Unidad 28. Vergéz era en realidad un enviado de la Secretaría de Inteligencia del Estado sin parentesco con el entonces detenido, y el objeto del encuentro habría estado vinculado con el posterior pago de una suma de dinero para que modificara la versión brindada en su declaración indagatoria, incriminando a policías de la provincia de Buenos Aires. En tercer lugar, decidió sobre las falsedades asentadas a fs. 8619, consistente en un acta firmada por el prenombrado Velasco, en la que se dejó constancia de la presencia de Héctor Vergéz en la secretaría donde se encontraba Telleldín, quien habría dicho en esa ocasión ser allegado a éste último, logrando concretar la entrevista en las dependencias del Juzgado. Del mismo modo, a fs. 8749 Javier De Gamas habría suscripto un acta con fecha 2 de febrero de 1995, en la que se hacía constar la presencia de Vergéz, quien mantuvo una entrevista con Telleldín en la Secretaría conforme lo dispuesto a fs. 8206.



También se expidió sobre otros hechos que surgen de ésta causas y de otras conexas, pero sin desbrozar particularmente las acciones que puedan resultar inherentes a estos imputados en un contexto de común finalidad entre todos los involucrados en esta causa. Así, por ejemplo, y sin pretender realizar una mención taxativa de todas ellas, en diferentes tramos de su resolución, el a quo examinó distintos hechos donde describe la existencia de conductas desarrolladas, aunque luego omitió expedirse acerca de la relevancia jurídico penal que cabría o no asignarles (cfr. puntos III.A.1, III.A.8, III.B.4., III.B.7.b.).       



Sentado ello, en cuanto al mecanismo de análisis utilizado para el tratamiento de los primeros, el juez optó por seleccionarlos aisladamente, descartando la relevancia típica de la conducta desarrollada en cada caso, sin tomar en cuenta el marco de actuación de los entonces funcionarios del Juzgado Federal N° 9 donde había recaído la investigación del atentado acaecido el 18 de julio de 1994, siendo que el instructor ya contaba a esta altura de la investigación con un amplio y abarcativo conocimiento de cómo sucedieron los hechos.


Cabe recordar que en la resolución del 14 de marzo de 2010, consideramos que era necesario “comprender la maniobra en su totalidad, vista esta como constituida centralmente por el delito mencionado [encubrimiento], siendo que los restantes ilícitos cometidos fueron medios para la consecución del fin último perseguido; esto es: obstaculizar el accionar de la justicia en su camino hacia la averiguación de la verdad”. 


En otro tramo de esa misma decisión sostuvimos –al tratar los agravios de la Dra. Carubín– que los imputados “obraron direccionados con una finalidad determinada, que fue la de encubrir la denominada línea de investigación “iraní”, a efectos de evitar que se pudiera ver involucrado en la pesquisa el entonces Presidente Carlos Saúl Menem. Pero lo cierto es que, si bien ese designio en común unificó la actitud general, no puede eliminar la concurrencia de diversos tipos penales que se habrían realizado para concretarlos.”. A ello puede sumarse lo expuesto al resolver en la causa N° 44.628, “Incidente N° 100 – Galeano, Juan José s/ excepción de falta de acción”, el 28 de septiembre de 2010, donde se afirmó que “Las características de los hechos que se investigan en estas actuaciones y el objetivo que ha guiado el accionar de los encausados, como ya adelantáramos, tornan inescindibles las distintas conductas que se fueron verificando y las que eventualmente se constaten en autos, sin perjuicio del modo en que aquellas concursen entre si”.


Esta forma de tratamiento de los sucesos que ya han pasado por nuestra revisión debió orientar la labor del magistrado a quo pues resulta evidente que las distintas conductas no pueden, por tal directriz, ser consideradas aisladamente, sino siguiendo una línea de razonamiento que responda a un examen desde la perspectiva global que, en casos similares, se impuso para resolver la situación procesal de los otros imputados analizada con anterioridad. 


Por el contrario, y como fuera destacado por el Dr. Borda, el juez Lijo individualizó las distintas conductas dentro de compartimentos estancos, como si cada una de ellas no tuviera relación con las restantes y con muchas otras que, en virtud de la estructura de la resolución, siquiera fueron analizadas, concluyendo genéricamente que se trataban de irregularidades esporádicas escindibles de la actuación general que les cupo en la investigación de la causa.


El defecto de fundamentación surge claro al advertir que el tratamiento brindado por este tribunal a los hechos en sus intervenciones previas hacía preciso y reclamaba un elemento ausente en la decisión bajo estudio: que el juzgador expusiera claramente los motivos que a su entender daban lugar, en este caso en particular, a un planteamiento distinto y que justificaran la supresión de un análisis global que fue el común denominador en resoluciones previas, incluso por parte del propio juez a quo. Dicho déficit le resta validez al sustento argumentativo del auto bajo revisión por cuanto las conclusiones a las que se arriba aparecen desconectadas de lo actuado en la causa. 


El examen compartimentado de las conductas reprochadas a los encausados impide concluir, entonces, que la fundamentación de los sobreseimientos constituya una derivación razonada de las constancias de la causa, por cuanto se ha evitado desplegar una mirada integral de los hechos, merced a lo cual se omitió el tratamiento de muchas de las intervenciones individuales de los secretarios. La existencia de un análisis de ese tipo, enfocado desde la perspectiva original, podría otorgarle otra significación a los acontecimientos que ya han sido merituados y conducir a conclusiones diversas a las que arribara el juez instructor luego del parcializado examen que ahora es objeto de este estudio. Ello puede ser calificado como una arbitrariedad fáctica en la sentencia (Néstor Pedro Sagüés, “Compendio de Derecho procesal constitucional”, Ed. Astrea, Buenos Aires, 2009, ps. 230 y 259 y sstes.) que la descalifica como acto jurisdiccional válido.



Asimismo, respecto de otros tantos sucesos atribuidos, entre otros, a Juan José Galeano y en los cuales Velasco, Spina, De Gamas y/o Pereyra tuvieron algún tipo de intervención, el juez Lijo señala que ya ha resuelto respecto de ellos considerando que ninguna otra decisión debe adoptar, sin desarrollar análisis alguno para abonar su conclusión ni haberse expedido sobre las conductas de los ex secretarios del Juzgado Federal N° 9 en esos acontecimientos. De este modo, son atendibles las críticas del Dr. Borda relativas a la aplicación tácita de una suerte de principio de oportunidad que resulta improcedente en función de lo que establece el artículo 71 del Código Penal. Es que, no obstante la existencia del debido impulso de la acción para investigar a los responsables de esos hechos, el juez ha cesado la persecución de algunos de los intervinientes sin expedirse como le era exigible bajo el argumento aparente de haber resuelto ya la situación procesal de Galeano y otros coimputados en relación con esos sucesos.


A raíz de esta manera de resolver la cuestión, los recursos de los querellantes pretendieron señalar la participación más amplia que los otrora secretarios pudieran haber tenido en otras maniobras. Solicitaron, así, que se amplíe el objeto procesal de la causa para abarcar aquello que fuera dejado de lado y no mereciera respuesta alguna por parte del juez. Como se adelantara, fue esta particular forma en que se estructuró la resolución el motivo por el cual los alegatos de los recurrentes fueron considerados por algunos de los letrados defensores asistentes al acto excediendo los límites de los recursos oportunamente interpuestos. Ese alegado exceso en las exposiciones de los abogados Borda y Hazán, que no es tal si se atienden a las referencias genéricas realizadas en los escritos de apelación y luego explicadas y ampliadas en la audiencia, estuvo en todo caso impuesta a raíz del peculiar tratamiento independiente de diversos hechos por parte del a quo y la ausencia de análisis en la decisión bajo estudio de la conducta que Velasco, Spina, Pereyra y De Gamas pudieran haber desarrollado en otros sucesos respecto de los cuales se dispuso con anterioridad el procesamiento del ex juez, los ex fiscales y otros encausados. 


De todos modos, es preciso señalar que en virtud de la solución que habrá de adoptarse a la luz de las deficiencias advertidas en el auto del juez instructor y que se vienen apuntando, aquella extralimitación, en el supuesto de verificarse, no es pasible de generar en el caso ningún agravio a las defensas.



Más aún el detalle efectuado en el marco de la audiencia por los recurrentes acerca de los hechos en los cuales se los involucraba, no debe ser considerado exhaustivo ya que existen otras tantas intervenciones en la causa que no fueron mencionadas y que merecen un íntegro tratamiento jurisdiccional respetando los lineamientos de esta decisión. 



b. Cabe también destacar que, al tratar esta sala la situación procesal de quienes fueran representantes del Ministerio Público Fiscal, Eamon Gabriel Mullen y José Carlos Barbaccia, en la resolución del 29 de junio de 2007, se interpretó que las conductas atribuidas a los nombrados no podían ser calificadas como meros aportes de relativa entidad, atendiendo particularmente a la calidad funcional que revestían en el proceso, y al trabajo mancomunado y sistemático desarrollado para la consecución de la finalidad buscada. En ese sentido se sostuvo que “participaban activa y habitualmente –con referencia al expediente que a ambos les incumbía-, en asuntos o actividades que excedían del marco funcional, al ser cotejados con los habituales usos y costumbres que rigen la normal relación entre estos órganos”, todo lo cual les había permitido obrar en conocimiento de ciertas irregularidades por las cuales fueron procesados. Se tuvo en cuenta, en aquella oportunidad, la colaboración cotidiana, constante y persistente con el juez en la actividad que éste desarrollara desde los inicios de la investigación, que fue considerada ilícita y, como tal, fundamentó la imputación dirigida a los ex fiscales. Cabe apuntar, a este respecto, que si bien la cita corresponde a un pronunciamiento propio, intervenimos confirmando decisiones del juez a cargo de la instrucción, por lo que la misma interpretación subyacía en su razonamiento (ver procesamientos del 19 de septiembre de 2006 y 1° de octubre de 2009 homologados por este tribunal). 



Traspolando ahora ese análisis al caso que se encuentra bajo estudio, es dable advertir que si bien los secretarios en la estructura judicial cumplían funciones distintas a las de los fiscales, la situación de éstos con relación a la de los primeros guarda cierta analogía en lo que hace al estrecho vínculo laboral y de colaboración directa con el ex juez Galeano. Sin embargo, esta simetría no mereció tratamiento alguno, por parte del a quo, para descartar eventualmente una participación desde la perspectiva general a la que antes se hiciera referencia.



En efecto, por el rol que desarrollaban en el ámbito del juzgado, los secretarios participaron alternándose en todos los actos de instrucción que así lo requerían. Además, no es posible soslayar la existencia en autos de elementos dando cuenta de su intervención en acontecimientos vinculados con las irregularidades ya detectadas en este proceso, sin que esta faceta haya sido abordada en la resolución liberatoria que los desvincula definitivamente.



No se trata aquí de una discrepancia de criterios, pues el juzgador aún no se ha expedido sobre ciertos puntos que han sido cruciales en el análisis de otros casos asimilables a los aquí estudiados, sino de un tratamiento dispar ante similares circunstancias por parte del propio magistrado. 



En otras palabras, la asimilación del desempeño funcional de los secretarios del juzgado con la de los fiscales es, a primera vista, plausible. Empero, un análisis más detallado podría revelar incluso que dicha similitud podría no serlo, pero esa conclusión también se ve ausente en la fundamentación del auto cuestionado. Este déficit resta validez a su motivación, ya que impide conocer los motivos que nos habilitan a desechar implícitamente aspectos considerados relevantes para responsabilizar a los fiscales, y no respecto de los colaboradores directos del juez en su rol de secretarios. 


Por este camino, no solo resulta cuestionable, a la luz del artículo 123 CPPN, el abandono del análisis global de toda la plataforma fáctica que dio sustento a las sucesivas decisiones judiciales, sino también no brindar fundamento alguno sobre los motivos de un tratamiento diametralmente opuesto de unos imputados y de otros, a este respecto.


La exigencia de la motivación de las sentencias asegura el control republicano sobre la conducta de los jueces, si se han respetado los límites de la acusación, si se valoraron las pruebas sin descuidar elementos decisivos o fundamentales, si se ha razonado con logicidad y teniendo en cuenta los principios de la experiencia y también si se han aplicado las normas legales según un justo criterio de adecuación. Asimismo, la fundamentación permite a los interesados conocer las razones que sostienen el decisorio, a fin de controlar la decisión y conocer los aciertos y posibles errores para después sostenerlo o impugnarlo. Ello le brindará al Tribunal “ad quem” la disposición de los elementos para efectuar su control (CNCP, Sala III, causa N° 80, “Paulillo”, reg. 111, rta. 12/04/94, citado en CNCP, Sala II, causa N° 10.224 ya citada, voto de la Dra. Ledesma). Sin esa explicitación, el tribunal examinador no puede ejercer correctamente su función revisora, tal como ocurre en el presente caso.
 
En razón de ello, por cuanto la decisión en análisis no cumple con las exigencias de motivación establecidas por el artículo 123 del Código Procesal Penal habida cuenta que la fundamentación otorgada por el juez de grado en apoyo del fallo resulta solo aparente por haber omitido el tratamiento de cuestiones fundamentales que hacen a la decisión de fondo, corresponde anular parcialmente el auto impugnado sin ingresar a analizar los agravios vinculados con el fondo del asunto.


En este sentido se ha dicho que “la fundamentación tan sólo aparente envuelve arbitrariedad por afectación al principio lógico de razón suficiente” (CNCP, Sala I, causa N° 76, “Jaján, E.”, rta.: 4/2/94), que es lo que se ve vulnerado en el presente supuesto.



c. Aún cuando lo expuesto resulta suficiente para arribar a la decisión que habrá de dictarse, corresponde señalar otro defecto detectado, en atención a la incidencia que podría haber presentado respecto a la garantía del ne bis in ídem. 



Es que más allá de los hechos puntualmente señalados en la resolución recurrida (cuyo análisis segmentado ya fuera criticado), existen varios otros sobre los que nada se ha dicho. Así y a título ejemplificativo, podemos citar las causas mencionadas en las certificaciones obrantes a fs. 79/vta., 145/vta. Todo este espectro fáctico no fue siquiera mencionado, desconociéndose incluso si, en ciertos expedientes que tramitan paralelamente, existen pronunciamientos jurisdiccionales a considerar en autos. 



De este modo, y más allá de que esta porción del caso no integra la resolución en estudio, su ausencia debe ser destacada por el tribunal, pues resulta indicativa del cercenamiento indebido del sustrato de hecho que señalamos, en un asunto que necesariamente impone un análisis integral de su complejo fáctico y en el que aún se encuentra pendiente de resolución una declaración de nulidad por cosa juzgada írrita (cfr. resolución de esta Sala del 29 de junio de 2007, con relación a la causa nro. 3150/97). Es decir así, casi seis (6) años 


Por ello y a fin de evitar futuros planteos vinculados con ese punto, más allá de declarar la nulidad de los puntos dispositivos I, II, III y IV del auto recurrido, habremos de señalarle expresamente al magistrado instructor que el dictado de un fallo sobre la actuación de los secretarios del Juzgado Federal N° 9 no podrá pasar por alto el tratamiento de tales extremos y deberá hacerlo en forma prioritaria a cualquier otra decisión que pueda o deba adoptar.

 

3- De la situación procesal de Luis Ernesto Vicat, Federico Guillermo Domínguez, Marta Nélida Parascándalo, Aldo Andrés Spicacci Citarella y Miguel Ángel Márquez. 



Control de legalidad 


 
Al examinar el camino seguido por el juez para arribar a la desvinculación propiciada respecto a este grupo de imputados, advertimos insuficiencias en su fundamentación, conforme lo han señalado los recurrentes en la audiencia.  

 

Veamos. De inicio, el a quo anunció las dos hipótesis de trabajo que se le presentaban para resolver las acusaciones contra este grupo de imputados, donde la preeminencia de una excluía automáticamente la restante, y con ello, para ese esquema de análisis, la responsabilidad de los acusados en los hechos aquí investigados. 

 

Así sostuvo que: “deberá analizarse el rol que les cupo a los aquí involucrados en el sentido de lograr determinar si actuaron voluntaria y autónomamente para configurar la maniobra o fueron meros instrumentos de aquellos que pergeñaron el plan (como ser el caso de Juan José Galeano, los fiscales, Mullen y Barbaccia, la Secretaría de Inteligencia de Estado, en cabeza de Hugo Anzorreguy, etc.) para responsabilizar a los miembros de la policía bonaerense con el atentado terrorista.” (el resaltado nos pertenece). Cabe destacar aquí que se trató de un inicio discursivo diverso al utilizado al tratar la situación procesal de Calabró, Menno y Jofré, (“…si el accionar de todos ellos fue premeditadamente ilegal, o se redujo simplemente a dar cumplimiento y obedecer a una orden judicial dentro de un contexto particular…”), dato sobre el cual volveremos en el avance de nuestra exposición, porque también ellos eran auxiliares de la justicia. Esta calidad funcional fue utilizada por el propio magistrado a quo al tratar la situación procesal de ambos grupos de imputados (para diferenciarlos del ámbito de actuación en el que se desempeñaban quienes ya se encuentran próximos a afrontar el debate por la maniobra aquí investigada), aunque con un  abordaje claramente diverso en uno y otro caso. 

 

Incluso, tras dar por sentado, con cita de las intervenciones de este tribunal, que los hechos relatados por los damnificados acontecieron de la forma en que fueran denunciados, nuevamente se refirió a las cuestiones a dilucidar, esto es,  si los imputados “han actuado de forma autónoma o como instrumentos de aquellos que idearon el plan para responsabilizar a miembros de la policía bonaerense con el atentado”, circunstancia sobre la que desarrolló su alegato de refutación especialmente la defensa de Domínguez. 

 

También en este segmento de su desarrollo explicativo recordó que al intervenir la Sala en el recurso nro. 40.216 “Incidente de Apelación de Juan José Ribelli”, decidió revocar en el marco de la causa nro. 2925/1998, el sobreseimiento dictado respecto de Luis Ernesto Vicat, Federico Guillermo Domínguez y Marta Nélida Parascándolo, y dispuso que el juez de grado “…cumpliera con las declaraciones mencionadas en los considerandos…”. Cabe rememorar, con relación a estos imputados, que expresamente se estimó configurado el estado de sospecha del art. 294, CPPN, para que fueran  convocados no solo Vicat, Domínguez y Parascándolo, sino también Aldo Andrés Spicacci Citarella y Miguel Ángel Márquez. Asimismo, se dejó asentada asimismo la necesidad de llevar a cabo una serie de declaraciones testimoniales. 



No obstante, el judicante continuó con su fundamentación aplicando a este caso la solución liberatoria del art. 336, inc. 3º, CPPN. Sin perjuicio de nomen iuris de la figura técnica aplicada, de los párrafos que la preceden surge la afirmación que “los aquí imputados resultaron meros instrumentos de ese sistema de creación de prueba instaurado” (…) “fueron utilizados” y “principalmente no se corrobora el cuadro probatorio necesario para configurar el dolo en los términos en los que fueron intimados quienes fueron procesados por estos hechos” (…) “Al analizar todos los elementos probatorios…, se desprende que las personas aquí denunciadas fueron el medio utilizado por los cargos o lugares que ocuparon por parte de aquellas personas que realmente fueron responsables de la maniobra ilícita…”. En definitiva, los consideró un medio para lograr un objetivo. 



Ahora bien, las fallas advertidas en esta expresión de afirmaciones giran en torno a dos aspectos de lo resuelto:  

 

a. El primero finca en que no resulta lo expuesto por el a quo una derivación razonada de las constancias del expediente. Si bien hizo mención a nuestro anterior pronunciamiento en la causa que data desde hace seis años a la fecha (del 13 de junio de 2007) no surgen de autos, ni tampoco el juez explicó los motivos por los cuales no llevó a cabo lo indicado por la Sala, circunstancia que fue destacada por las querellas como una suerte de “alzamiento” contra este tribunal.  



Sin llegar a compartir plenamente dicha afirmación, queda en evidencia el no haber convocado en declaración indagatoria a los nombrados, sin explicar en su resolución las razones de su apartamiento de esa expresa directiva. Asimismo, no surge valoración alguna de la prueba que practicó con posterioridad que permita entender las razones que lo llevaron a obviar lo que la Sala consideró de pertinencia y utilidad, cuya producción la propia fiscalía reiteró en su dictamen del 9 de septiembre de 2011, obrante a fs. 933 del expediente 2925/1998. La sola referencia de que “fueron cumplidas en la medida de lo posible”, como lo indicara al comenzar su exposición (cfr. fs. 17.852 vta.) sin que indicara –ni surja de lo actuado en dicho sumario– cuál ha sido el motivo que le impidiera cumplir con todas las medidas que en la anterior intervención se consideraron conducentes, nos coloca ante la presencia de afirmaciones que no son una derivación razonada de las constancias de la causa. La reseña efectuada demuestra la arbitrariedad de lo ahora resuelto, pues no realiza el análisis sobre numerosos hechos y responsabilidades para acomodar el asunto a un criterio de justicia material limitado a las resoluciones antes adoptadas, más allá de lo que la legalidad impone.


Ante la decisión expresa de un tribunal superior, no solo omitió cumplir con lo dispuesto, sino que más de cinco años después dicta una resolución contraria a ella, sin siquiera mencionar una nueva evidencia que pudiera modificar el cuadro oportunamente valorado por su órgano revisor. 



Asiste razón entonces a los acusadores particulares en cuanto señalaron en la audiencia que el instructor se apartó abiertamente de aquella decisión de este tribunal implicando ello una causal de arbitrariedad, situación que puede emparentarse a la doctrina del “leal acatamiento” que forjó hace muchos años la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos: 101: 421; 107: 282; 188: 9; 189: 205, 292: 205 y “Decurgez”, rta. 30/4/75), la que en todo caso cedería frente a un apartamiento fundado y/o realizado en otra causa (Fallos: 253: 206; 255: 187; 293: 531; 302: 748); que no se advierte en la decisión bajo análisis, que se produce casi seis años después.  



Lo afirmado no se encuentra en pugna con la independencia interna del juzgador mencionada por el defensor Von Der Wettern al rebatir los argumentos de las querellas frente a la organización horizontal del Poder Judicial, pues no se propugna el acatamiento a ciegas de una directiva del Tribunal superior, en tanto las cuestiones fácticas y de derecho pueden incluso variar tras su intervención y obligar al juez de la instancia inferior a ajustar su decisión a la realidad imperante al momento de adoptarla. Es precisamente la ausencia de estas variables circunstancias la que no sustenta la resolución del juez de grado, y es por ello es que se torna manifiesta la arbitrariedad señalada por los recurrentes. 

 
 
Por otro lado, lo expuesto no tiene punto de encuentro con la discusión que gira en torno a la obligatoriedad o no de la doctrina que emana de los fallos Plenarios mencionada a su turno por el Dr. Von Der Wettern, en tanto se trata de la intervención anterior de este tribunal en el mismo asunto, y no de una opinión unificada que deben acatar sin más los jueces inferiores, y con la que, incluso, se puede no estar de acuerdo. Es precisamente el resultado inverso al planteado por el letrado el que traería aparejado su razonamiento, pues ningún sentido tendría la previsión de medios de impugnación en el proceso si lo que disponga el tribunal revisor careciera luego de virtualidad procesal del asunto revisado. 


Asimismo, y en línea con la falta de fundamentación evidenciada, no se analizó la incidencia que la información obrante a fs. 590 del expediente N° 2529/1998 podría tener en la cuestión a decidir, a pesar de la posible afectación de la garantía del ne bis in ídem. Este extremo fue incluso invocado en la audiencia por el defensor mencionado al recordar la resolución adoptada en la causa N° 12.387 del Juzgado de Garantías N° 3, de la ciudad de La Plata, provincia de Buenos Aires (aquella agregada en la foja mencionada del sumario que corre por cuerda). Es más, sí exhibió en la audiencia una resolución de la justicia provincial que concluyó con un sobreseimiento por extinción de la acción penal, no conocida por las partes. El examen de las causas en trámite o finalizadas contra los imputados por los mismos hechos que aquí se investigan deviene prioritario para verificar si se ha observado tal garantía, más aún cuando en el proceso existe como antecedente el caso del ya procesado Juan José Galeano, tratado por el juez de grado en el auto del 19 septiembre de 2006 y por esta Sala el 29 de junio de 2007 (actualmente en revisión por la Sala II Cámara Federal de Casación Penal bajo el número 8987, “Galeano Juan José s/recurso de casación”, cfr. 17.821/17.823 vta.).


De la cuestión expuesta se evidencia una arbitrariedad que descalifica per se a la resolución bajo análisis. No obstante, hemos detectado además otra falencia que impide su conservación como acto jurisdiccional válido. 


b. Esta gira en torno a la existencia de inferencias dogmáticas y carentes de fundamentación para sostener la desvinculación propiciada para los aquí involucrados. 


Así, conforme surge del auto impugnado, el análisis del juez de grado fincó en determinar si estos imputados, quienes formaban parte del proceso que investigaba el atentado a la A.M.I.A., ya sea como abogados de personas implicadas en los hechos (como el caso de Domínguez y Parascándalo) o como auxiliares de justicia del juez instructor para brindar colaboración en la dilucidación del atentado  (tal el caso del ex miembro de la policía bonaerense Luis Ernesto Vicat), efectuaron algún tipo de presiones, sobre personas investigadas por el ex juez Galeano para que declaren en contra de Juan José Ribelli, a cambio de ofrecimientos tales como dinero, para mejorar su calidad de vida, otorgamientos de ciertos beneficios dentro de la fuerza, tales como impedir que los declaren prescindibles, o en su defecto, mejorarles las condiciones de detención. Concretamente tales ofrecimientos estuvieron dirigidos hacia miembros de la policía bonaerense por entonces implicados y detenidos por el atentado: Diego Barreda y Bautista Alberto Huici, y similar metodología de captación de voluntad habría sido utilizada sobre la persona de Claudio Walter Araya.



Es de destacar que los eventos citados fueron extraídos del requerimiento de instrucción de fs. 9403/9429 (hechos II. d, y II. e), conforme expresamente el juez lo indica, no obstante que la descripción de los sucesos allí efectuada resulta más amplia, incluyendo la intervención en el caso de Barreda, de Aldo Andrés Spicacci y de Miguel Ángel Márquez, y como mecanismo de persuasión de la voluntad de los afectados, de no aceptar los ofrecimientos, el anunció de que “la pasaría mal, invocando para ello los contactos que, según él [Vicat] tenía en el Servicio Penitenciario.” Lo mismo puede predicarse de la resolución de este tribunal en el marco de la causa nro. 2925/1998, donde se hace referencia al disímil tratamiento de la situación de los Huici y Barreda, frente a la del Comisario Alejandro Burguete en el ámbito administrativo de la policía bonaerense.  



Sentado ello, sobre este sustrato fáctico, a la hora de desarrollar los argumentos por los cuales estimó que correspondía desvincularlos, consideró en primer lugar que el modus operandis utilizado por quienes dirigían la investigación en los casos en los que tuvieron como damnificados a Diego Barreda, Bautista Alberto Huici y Claudio Walter Araya ya había sido analizado en su decisión del 19 de septiembre de 2006, y revisado por el superior el 29 de junio de 2007, concluyéndose que “la realidad de los sucesos aconteció de la forma en la que fue denunciada.” Agregó que el objeto en un caso (Barreda y Huici) como en otro (Araya) fue colectar prueba de cargo contra miembros de la policía bonaerense para que el ex magistrado pudiera construir una realidad en apariencia con el objeto de legitimar el auto de mérito y la privación de libertad de Juan José Ribelli, Raúl Edilio Ibarra, Anastasio Irineo Leal y Mario Norberto Bareiro. 



Tras tener por acreditado el hecho, a la hora de establecer si les correspondía reproche alguno al respecto,  el a quo sostuvo que actuaron como meros instrumentos de quienes tenían el dominio del hecho, y que por ende no se corroboraba “el cuadro probatorio necesario para configurar el dolo en los términos en los que fueron intimados quienes fueron procesados por estos hechos”, pero cierto es que dicha conclusión carece de un previo análisis que lo convalide. 



Luego la sola referencia que a continuación agrega al sostener que estas personas fueron el medio utilizado “por los cargos o lugares que ocuparon por parte de aquellas personas que realmente fueron responsables de la maniobra ilícita”, es un razonamiento de tipo circular que efectúa el a quo, en tanto nada dice acerca del aspecto subjetivo de la tipicidad que consideró probada; pues únicamente parecía ubicarlos en una responsabilidad de tipo objetiva sin relevancia en el ámbito penal aunque vacía de fundamentación.   

 

Sin embargo, tras ello, concluyó diciendo que: “los auxiliares de la justicia actuaron de acuerdo a lo requerido por Galeano, quien en definitiva autorizaría los beneficios. Y en cuanto a los abogados de las personas detenidas, éstos habrían actuado en beneficio de sus asistidos. En definitiva ninguno de ellos tenía la posibilidad por sí solo de cumplir con los ofrecimientos que supuestamente habrían transmitido.” Aquí realiza un giro en el análisis, y los desvincula bajo una suerte de eximente de responsabilidad que tampoco explica, tal como lo destacó la querella representada por el Dr. Hazán en la audiencia, y en igual sentido lo hizo el Dr. Borda en su exposición.  


Al confrontar este tratamiento con el otorgado al desempeño de los policías Armando Antonio Calabró, Jorge Sebastián Menno, y José Jofré, se percibe que el magistrado concluyó en que no podía atribuirse a estos responsabilidad en cuanto fueran instrumentos al asentar que: “…no puede atribuirse responsabilidad a aquellas personas que han sido instrumentos de esa decisión siempre y cuando, quienes ejercieron la instrumentación en representación del juez, no hayan colaborado con la decisión de direccionar la causa en el sentido antes indicado”. Es decir, que consideró a éstos también como medios para el logro del resultado típico, aunque a diferencia del otro grupo de auxiliares de la justicia, fundamentó esta afirmación exculpándolos con el argumento de que: “por más informal que haya sido la actuación de los policías ellos fueron guiados en todo momento por el ex juez de la causa acerca de qué resultados debían conseguir y este no aparecía -según su perspectiva y experiencia- -como evidentemente ilegítimo” (el resaltado nos pertenece). Es decir, que, siguiendo este razonamiento, de haber sido “evidentemente ilegítimo”, podrían haber sido cuestionados en su accionar, por no haberse opuesto a las exigencias del magistrado. 



 Podrá o no compartirse esa visión, pero lo cierto es que no se trata del caso de este conjunto de imputados, en tanto nada de ello surge del análisis de su situación procesal; por ende, la desvinculación propiciada no logra cumplir con las exigencias del art. 123, CPPN, determinando su invalidez y vedando su saneamiento en esta instancia porque “todos estos principios (...) son aquellos que los jueces sentenciantes habrán de tener en cuenta al elaborar el paso procesal por excelencia y con el que culmina el juicio, y también son rectores para el Cuerpo, que revisará si han sido o no bien aplicados” (CNCP, Sala III, causa N° 1957, “Gilberg”, rta.: 28/10/99), y es precisamente este juicio, frente al vacío argumentativo revelado, el que nos vemos impedidos de realizar.



Sentado todo ello, corresponde declarar parcialmente nula la decisión de fs. 1/59 del presente legajo, en cuanto sobresee a Luis Ernesto Vicat, Federico Guillermo Domínguez, Marta Nélida Parascándalo, Aldo Andrés Spicacci Citarella y Miguel Ángel Márquez (puntos XVI, XVII, XVIII, XIX y XX).



4- De la situación procesal de Antonio Armando Calabró, Jorge Sebastián Menno, y José Jofré.


 
Control de legalidad 



Los sucesos sobre los cuales decide el juez de grado consisten en haber hecho comparecer mediante algún artilugio, a instancias de Jofré, a los entonces policías Juan Carlos Ribelli y Juan Carlos Nicolau y, por obra de Menno, al ciudadano Carmelo Juan Ionno, sin que existiera una orden expresa en ese sentido, ante la Dirección General de Investigaciones de la Policía Bonaerense. Su objetivo era entrevistarlos de manera informal por parte de Calabró en la sede de su despacho e interrogarlos en relación a una conversación telefónica registrada gracias a una escucha que había sido dispuesta por Galeano, y que le había sido facilitada a Calabró por éste a los fines de determinar a quiénes pertenecían las voces que allí aparecían. Esos encuentros, donde se los interrogó con una metodología por demás particular,  fueron grabados y filmados en forma subrepticia y aportados “en mano” por Calabró al ex magistrado, sin que quedara formal constancia de ello. Dicho material fue incorporado como prueba de cargo en el procesamiento dictado el 31 de julio de 1996 por Galeano valorándolo parcialmente y en un sentido que no se desprendía de su contenido.  



No obstante del punto II.k del requerimiento de instrucción de fs. 9403/9429 citado por el a quo, surge, como en el caso tratado en el acápite precedente, un detalle mayor de los hechos del que merece destacarse la circunstancia de que los interrogatorios se habrían realizado de un modo coactivo buscando doblegar sus voluntades a fin de obtener cualquier tipo de información. Así también que luego de las improvisadas audiencias, Ionno, Nicolau y Ribelli debieron esperar en el subsuelo del edificio sin poder retirarse, hasta tanto Calabró consultara a Galeano sobre el temperamento a adoptar, siendo que el último de los nombrados ninguna decisión tomó al respecto por lo que se les permitió finalmente retirarse.


Contrariamente a lo que sucede en los casos ya tratados, en el punto III.A.8. el instructor fundamentó la desvinculación de Antonio Armando Calabró, Jorge Sebastián Menno y José Jofré, explicando claramente los motivos por los que considera que no pueden ser considerados partícipes en la maniobra general que se les atribuyera a Juan José Galeano, Eamon Gabriel Mullen y Juan Carlos Barbaccia, entre otros, indicando que a su juicio no es posible achacarles responsabilidad y dando respuesta a los interrogantes que, al tratar la situación de otros imputados, no habían sido abordados.


Así, el juez de grado sostuvo que Galeano le encomendó a Calabró una diligencia aislada en el trámite del expediente donde se investigaba el atentado a la AMIA (específicamente, la determinación de las personas que participaban de una conversación telefónica registrada a raíz de las intervenciones dispuestas) y le otorgó un plazo para culminarla sin que lo impusiera del estado de la instrucción de la causa. Agregó que Calabró se dispuso a cumplir la orden mediante un interrogatorio a los presuntos involucrados, en los que colaboraron Menno y Jofré. Las entrevistas efectuadas a Juan Carlos Nicolau, a Juan Carlos Ribelli y a Carmelo Juan Ionno fueron filmadas en forma subrepticia para dejar constancia de lo actuado. 


Expuso también que Calabró, Jofré y Menno nunca tuvieron control de la situación ni poder de decisión sobre el origen y las consecuencias que acarreó la diligencia. Que si bien fueron los encargados de instrumentar su encargo, y aunque pueda asumirse que actuaron sin la debida diligencia, lo hicieron estrictamente con el único objetivo de satisfacer el cumplimiento de una orden judicial emanada por quien tenía conocimiento jurídico –según su perspectiva– para llevarlo a cabo. Consideró asimismo que no actuaron con el dolo que requería el objetivo al que se dirigía la orden impartida (acumular prueba falsa para incriminar a miembros de la policía bonaerense en el atentado). Estimó el juez de grado que los tres imputados fueron ajenos a la incorporación del material entregado como prueba de cargo y de la valoración parcial realizada luego por Galeano y que ellos solamente se dedicaron a cumplir una orden judicial (excediendo el marco propio de lo que debe entenderse como debida diligencia) en el marco de una causa compleja.


Descartó así su intervención en el plan ideado por quienes tenían a cargo la pesquisa y en sus consecuencias, señalando que se ajustaron a un plano administrativo funcional, guiados en todo momento por el juez de la causa acerca del resultado que éste pretendía, el que no se evidenciaba ilegítimo conforme su perspectiva y experiencia.


De tal modo concluyó en que no corresponde atribuirles responsabilidad pues habrían sido utilizados como instrumentos y sin poder de decisión para torcer el objeto de pesquisa y así frustrar la procura de la verdad.


Como puede advertirse, se concuerde o no con sus motivos, el juez fundó sus afirmaciones en la ajenidad de Calabró, Menno y Jofré en relación con el plan general que guió la actuación del ex juez federal y sus colaboradores, al señalar que su intervención se limitó a una aislada diligencia sin estar al tanto de los pormenores de la causa ni conocer si existía alguna imputación sobre las personas con las que debían llevar a cabo las entrevistas, por lo que nunca tuvieron control sobre la legitimidad y consecuencias de las tareas encomendadas. Ese cuadro le permitió sostener que los encausados no actuaron con intención y voluntad de acumular prueba falsa contra los policías bonaerenses.


Destacó que la intervención de Calabró, Menno y Jofré fue orientada por el juez a quien pusieron al tanto de la forma en que habrían de instrumentar la medida encargada sin que éste opusiera reparos cuando, desde su perspectiva, era éste quien únicamente tenía la posibilidad de valorar la procedencia de su propuesta desde el plano jurídico. 


Así, concluyó en que la orden del magistrado no debió aparecer, conforme a la experiencia de los comisionados, palmariamente ilegítima. 


Desde la perspectiva de la ausencia de dolo por su actuación bajo error, aprovechada por Galeano para utilizar a los imputados como instrumentos con el fin de concretar algún tramo de la maniobra ilícita que emprendiera, la motivación del sentenciante se basó en el aislado desempeño de los encausados y el desconocimiento del estado de la instrucción, de la situación de las personas a interrogar y del plan dirigido a acumular prueba falsa contra los miembros de la policía bonaerense para desviar la investigación.


La referencia del magistrado a quo relativa a que la orden impartida por Galeano y el resultado que por medio de ésta pretendía alcanzar no trasuntaban manifiestamente su ilicitud, lleva a examinar la cuestión desde la óptica de la llamada obediencia debida, aún cuando el juez no la invocara de modo explícito en su resolución.


Cabe destacar que si bien quien urdió el plan delictivo originario no se encontraba en una posición jerárquica superior en el escalafón de la Policía de la provincia de Buenos Aires, su condición de juez a cargo de una investigación tan compleja y trascendente exigía que todas las fuerzas de seguridad colaboraran bajo sus órdenes. En este aspecto, la motivación desarrollada por el Dr. Lijo puede ser considerada razonable. 


En tal sentido, cabe recordar que no es posible alegar el apego a la obediencia debida para excluir la responsabilidad cuando la orden del superior es manifiestamente ilegítima, pues nadie se encuentra obligado a cumplir un mandato de esta naturaleza y en principio le es exigible oponérsele cuando está en condiciones de revisarlo. Pero en el presente caso, el juzgador excluyó esta última alternativa al considerar que, si bien lo actuado por Calabró, Menno y Jofré se habría alejado de la debida diligencia, no alcanzó a revelarse como el cumplimiento de una orden en abierta contradicción con la ley, teniendo en cuenta el cuasi nulo conocimiento que poseían del contenido de la investigación y en especial el concerniente a la calidad de las personas que fueran interrogadas a pedido del ex juez federal, por lo que la invocación a los principios de confianza y prohibición de regreso argumentados por la defensora oficial Vouilloud de Fassi resulta pertinente.

Finalmente, también aclaró que los imputados se limitaron a entregar la información recogida al juez, sin intervención alguna en la espuria utilización de dichos datos por parte de Galeano tendiente a fundar, junto a otros elementos, el procesamiento dictado el 31 de julio de 1996, cumpliendo de este modo con la motivación para receptar en su decisorio la disculpa que asistía a los sindicados.


La reseña efectuada permite establecer que el señor juez de instrucción fundó su conclusión en cuanto a que Calabró, Menno y Jofré no obraron con la intención de brindar un aporte al plan general ideado por quienes tenían a cargo la pesquisa. Ahora bien, la confrontación de lo resuelto con los agravios expuestos por el Dr. Borda, en la audiencia celebrada en esta instancia indica que la motivación se encuentra inconclusa, cuanto menos para sustentar válidamente un auto de sobreseimiento. Es así que esta querella consideró que los funcionarios policiales sospechados habrían asumido de manera consciente la realización de conductas reñidas con la ley, al recordar que esta Sala ya se había referido a este tipo de prácticas catalogándolas como “interrogatorios por ardid” en su intervención del 29 de junio de 2007. Este aspecto resulta entonces independiente del anterior y debió ser analizado en la motivación de la resolución recurrida. 



Es que la ausencia de dolo respecto de la maniobra global no excluye la tipicidad subjetiva dolosa relativa a cada hecho individualmente considerado. En otras palabras, el examen no puede limitarse a la participación de los prevenidos en los sucesos cuyo dominio incumbía a otros encausados, sino que también debe abarcar concretamente las conductas que conciernen a la eventual autoría de Calabró, Menno y Jofré. 



En este rumbo, la falta de tipicidad dolosa no puede invocarse sin más respecto de estos tres imputados en relación a los presuntos abuso de autoridad, coacción y privación ilegítima de la libertad que pudieran haber afectado a Juan Carlos Ribelli, Carmelo Juan Ionno y Juan Carlos Nicolau y denunciada por los querellantes, dada la especial calidad de los sujetos activos como funcionarios de alta jerarquía policial y por ende con lógico conocimiento del modo en que las conductas analizadas podían contrariar la ley.



Es más, hasta en la hipótesis de que el pedido del juez y el direccionamiento del resultado obtenido podrían no haberse manifestado ilícitos para quien desconocía el contenido del expediente, la manera en que decidieron dar cumplimiento a la orden impartida luce al menos irregular y sin sustento legal, por lo que el análisis puntual de su posible tipicidad resultaba ineludible. 



Incluso, la circunstancia de que Galeano, una vez en conocimiento del plan diseñado para satisfacer su pedido, no se haya opuesto a su concreción carecería de relevancia exculpatoria, pues de ningún modo la advertencia de la ilegalidad de las medidas encomendadas podía depender de la conformidad u oposición del ex magistrado en atención a la ya mencionada especial calidad de los comisionados.



Reiteramos que la motivación aparece suficiente como para afirmar, en principio, que Antonio Armando Calabró, Jorge Sebastián Menno y José Jofré desconocían el plan para desviar la investigación del atentado a la AMIA mediante la creación de pistas falsas contra miembros de la policía bonaerense y que por ello carecían de la intención dirigida a esa finalidad. Sin embargo, no encontramos elementos para sostener fundadamente que se les pudiera haber escapado el dato de que el accionar desplegado podría constituir un obrar típico (abuso de autoridad, coacción y privación ilegítima de la libertad –sea en calidad de autores o partícipes–). Nótese que, de acuerdo a la hipótesis acusatoria, los imputados habrían dictado y ejecutado órdenes contrarias a las leyes que habrían limitado la libertad de Nicolau, Ribelli y Ionno, actuando en principio y por lo antes dicho a sabiendas de la transgresión normativa que suponían las diligencias cuestionadas y con la correlativa intención.


El desconocimiento alegado en la audiencia por la defensora oficial Vouilloud de Fassi respecto a Jofré y Menno tampoco fue materia de evaluación por el juez de instrucción, quien no realizó distingo alguno de sus desempeños con el llevado a cabo por Calabró ni valoró las evidencias que puedan llevar a sostener que éste les haya encargado a los primeros la realización de conductas neutras que se encontraban dentro de las funciones inherentes a su cargo. 


Estos últimos aspectos, alegados tanto por los recurrentes como por la defensa en el mismo acto, o más precisamente, su ausencia en la motivación de la resolución recurrida, impide considerarla una derivación razonada de los hechos de la causa. En consecuencia, consideramos que también en este tramo se ha infringido la manda del artículo 123, CPPH, por lo que corresponde declarar la nulidad de los puntos VI, VII y VIII del auto aludido.


Plazo razonable


Sin perjuicio del criterio de los suscriptos relativo a la operatividad y consecuencias de la garantía del imputado a obtener un pronunciamiento judicial dentro de un plazo razonable, el planteo de la asistente técnica de Menno y Jofré relativo a la violación de la garantía de ser juzgado sin dilaciones indebidas, efectuado en el marco de la audiencia fijada a los fines del artículo 454 del CPPN, no puede prosperar en esta instancia pues no es el ámbito donde corresponde que sea articulado un cuestionamiento de ese tipo. 



Cabe recordar que en los casos en que la Corte Suprema de Justicia de la Nación admitió este tipo de defensas, concluyó el proceso declarando la extinción de la acción penal (CSJN, Fallos, 327: 327, 332: 2604 y C.2625.XL (RHE), “Cabaña Blanca S.A. s/infracción a la ley 23.771 -causa Nº 7621-”, rta.: 7/8/07, entre otras), por lo que la introducción de este argumento debe encauzarse en forma debida, en caso de considerarse pertinente, para permitir su adecuado trámite procesal y examen por parte del juez instructor, con la debida intervención de las partes. Por lo tanto, más allá de la suerte que eventualmente corran dichos planteos, no corresponde que esta Sala se expida en esta ocasión sobre dicho agravio.



5- Consideraciones finales


En atención a las conclusiones arribadas al examinar cada uno de los grupos de imputados que se detallan precedentemente, una visión general, nos permite admitir lo expresado por el querellante Borda en su alocución al sostener que se habría aplicado al caso “una suerte de principio de oportunidad no regulado”.

 

Es así que a las fallas de fundamentación ya merituadas, se suma el corte abrupto que se diera a los considerandos antes de pasar sin solución de continuidad a la parte dispositiva de la resolución. De tal modo, en el último tramo del desarrollo el a quo, tras expresar “En virtud de ello, se solicitó al titular de ese Juzgado la remisión de los expedientes nros. 14433/03, 16924/03. El Dr. Fernando Pojaghi informo que la causa nº17844/03 fue archivada el 16 de diciembre de 2003, mientras que las restantes fueron agregadas al legajo 403 de la causa nº8566/96 en poder de la Fiscalía de Investigaciones del Atentado a la A.M.I.A.”, agregó sin más “RESUELVO:”.   


Las circunstancias apuntadas nos dejan ante la situación que con claridad graficó en su obra Calamandrei, al manifestar que: “Aunque continuamente se repita que la sentencia se puede esquemáticamente reducir a un silogismo en el cual, de premisas dadas, saca el juez, por la sola virtud de la lógica, la conclusión, ocurre a veces que el juez, al hacer la sentencia, invierte el orden natural del silogismo: esto es, primero encuentra la parte dispositiva y después las premisas que sirven para justificarla.(…) Con esto no queremos decir que la parte dispositiva surja a ciegas y que la motivación tenga solo la finalidad de hacer aparecer como fruto de riguroso razonamiento lo que en realidad fue fruto del arbitrio; queremos decir solamente que, al juzgar, la intuición y el sentimiento tienen muy a menudo una participación más importante de lo que a primera vista parece; no por nada, diría alguno, sentencia deriva de sentir” (ob. cit., pág. 176/7). 


Se advierte que en el afán por concluir con todo cuanto quedaba  pendiente de solución tras las dos elevaciones a juicio ordenadas durante este proceso, traducido textualmente en los siguientes términos: “En tales condiciones el objeto de esta decisión es determinar si los hechos que todavía esperan un pronunciamiento jurisdiccional merecen una respuesta penal” (cfr. fs. 17852/vta.), la imputación dirigida a Carlos Vladimiro Corach e individualizada a fs. 336/339 vta. del incidente de apelación, no mereció tratamiento alguno en la decisión recurrida, extremo que se enrola igualmente  en la visión parcializada que evidenció en su conjunto.



Es de recordar que en nuestra intervención del 29 de junio de 2007 específicamente en el punto “5. Consideraciones respecto de otros hechos”, dejamos sentado que: “Con relación a la falsedad ideológica del acta labrada con motivo de la declaración indagatoria prestada el 5 de julio de 1996 por Carlos Alberto Telleldín” -identificado en el dictamen fiscal como “II.- a)” es dable mencionar que ya obra en los autos agregados N° 16.023/2004 el requerimiento efectuado por el fiscal Gerardo Di Massi (fs. 11.606/11.608 vta.) y allí resulta imputado Carlos Vladimiro Corach. Sin perjuicio de advertir que el referido se presentó en la causa en los términos del art. 73 y 279, CPPN (fs. 7642/7679) debe destacarse que no surge de sus constancias la disposición de diligencias tendientes a investigar lo ocurrido y que las medidas que fueran ordenadas en la causa N° 344/00 aún se encuentran pendientes de producción.”


 En esta dirección y con posterioridad, se practicaron en la anterior instancia otros actos jurisdiccionales que abundaron el sustrato fáctico allí individualizado, tales como la declaración del letrado Juan Manuel Ubeira a fs. 12.373/75 (ordenada precisamente a consecuencia de lo vertido en aquél acápite); se ordenó la vista del art. 180 del CPPN, donde nuevamente la parte acusadora, en lo que hace a la imputación dirigida, entre otros, al referido Corach, sostuvo “…esta parte realizó oportunamente requerimiento de instrucción en las causas nº 16.023/04 y 16.026/04, sin perjuicio de señalar que la eventual intervención de otras personas en la maniobra investigada en la presente causa no amerita un nuevo requerimiento al respecto, en tanto la acción se encuentra debidamente impulsada” (cfr. fs. 12.389).    



En igual línea, se ubica la circunstancia de que tras conferir vista en los términos del art. 346, CPPN, con motivo del pago realizado a Carlos Alberto Telleldín, la detención y coacción a Miriam Salinas, la falsedad en la declaración de Gustavo Semorile y la coacción hacia el sindicado, la privación ilegítima de la libertad de Juan José Ribelli, Anastasio Irineo Leal, Raúl Edilio Ibarra y Mario Norberto Bareiro y el delito de prevaricato, el juez de grado tuvo presente el pedido efectuado a fs. 13.513 por el abogado Lanusse para que, entre otros, el aludido Corach fuera convocado en declaración indagatoria en orden a la privación ilegítima de la libertad contra los antes nombrados (ver fs. 13.523).


 También se agregó a fs. 15.685/15.694 una denuncia realizada el 19 de agosto de 2009 por Alberto Daniel Aspani, contra el nombrado y el periodista Román Letjman, que motivó una vista al fiscal de la causa en los términos del art. 180 del CPPN (fs. 15.698/vta.) quien, al contestarla, señaló que no habría de expedirse en tal sentido “toda vez que el objeto procesal de las presentes actuaciones se encuentra acabadamente delimitado a través en las pertinentes piezas procesales...” para concluir en que no debía “…soslayarse la relación de los hechos descripta en el requerimiento de instrucción obrante a fs. 11.606/11.608” (cfr. fs. 15.703).



 De esta reseña, se advierte la existencia de una imputación concreta hacia la persona de Carlos Vladimiro Corach, que no ha sido tratada hasta el presente ni referenciada en la conclusión intempestiva que el juzgador le otorgó a su auto resolutorio. Si bien, como lo dijimos a fs. 336/339vta. del presente legajo, en el punto III.C.4., titulado “Hechos identificados por la Sala I Ad hoc en el pronunciamiento de fecha 29 de junio de 2007 y personas señaladas como imputadas en pronunciamientos anteriores”, se mencionaron los requerimientos de instrucción efectuados en el marco de las causas N° 16.023/04 y N° 16.026/04, cierto es que se continuó el análisis y se concluyó con la desvinculación de los ex jueces Vigliani y Cortelezzi, sin alusión alguna a la situación del imputado que ahora nos ocupa.



Frente a este panorama entendemos que, más allá de los cuestionamientos puntuales que se han formulado a la motivación de los sobreseimientos recurridos, el déficit en la fundamentación del auto apelado claramente los excede, ya que tampoco se ha logrado cerrar la totalidad de los hechos que “todavía esperan un pronunciamiento jurisdiccional” (cfr. fs. 17.852 vta. ya citada) aún después del dilatado trámite de este proceso. 



Por tal motivo, corresponde encomendar al señor juez de la causa que otorgue explícito y cabal tratamiento a las imputaciones dirigidas contra Carlos Vladimiro Corach, Carlos Alfredo Velasco, Susana Spina, José Pereyra, Javier de Gamas, Antonio Armando Calabró, Jorge Sebastian Menno, José Jofré, Luis Ernesto Vicat, Federico Guillermo Domínguez, Marta Nélida Parascándalo, Aldo Andrés Sipcacci Citarella y Miguel Ángel Márquez, y de toda otra persona en la misma condición que surja de una revisión exhaustiva del sumario, atendiendo a los lineamientos brindados en el presente auto decisorio.


Por lo que surge del acuerdo, el tribunal resuelve:



I. Rechazar in limine el planteo de inconstitucionalidad efectuado por el Dr. Pablo Miguel Hawlena Gianotti, letrado defensor de Luis Ernesto Vicat y Federico Guillermo Domínguez, en el marco de la audiencia (art. 179 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


II. No hacer lugar al pedido de nulidad articulado por el Dr. Francisco D’Albora respecto de la concesión de prórroga del plazo para apelar, decreto obrante a fs. 17.959 del principal (arts. 167 y 168, contrario sensu, del CPPN). 



III. Declarar la nulidad parcial del auto agregado en copias a fs. 1/59 del presente legajo de apelación (fs. 17.852/17.909 de los autos principales), en cuanto dispone los sobreseimientos de Carlos Alfredo Velasco, Susana Spina, José Pereyra, Javier de Gamas, Antonio Armando Calabró, Jorge Sebastian Menno, José Jofré, Luis Ernesto Vicat, Federico Guillermo Domínguez, Marta Nélida Parascándalo, Aldo Andrés Sipcacci Citarella y Miguel Ángel Márquez (puntos I, II, III, IV, VI, VII, VIII, XVI, XVII, XVIII, XIX y XX) (arts. 123, 166 y cctes. del CPPN).



IV. Tener presentes las reservas de derechos efectuadas por las partes en el marco de la audiencia del art. 454 del CPPN. 

Regístrese, y devuélvase, junto con los cuerpos 59, 89 y 90 y la causa nro. 2925/1998, al juzgado de origen donde deberán practicarse las notificaciones de rigor. Oportunamente remítase al Tribunal Oral Federal nro. 2 el incidente de nulidad, mediante oficio de estilo. Sirva la presente de atenta nota de envío.

Carlos Alberto González
Jorge Luis Rimondi 


        Gustavo A. Bruzzone
Ante mí:





Silvia Alejandra Biuso
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